
I. FALLA DEL SERVICIO POR FALTA DE SEÑALIZACION PREVENTIVA - Arroyos
en la ciudad de Barraquilla

En consecuencia, concluye la Sala que hubo incumplimiento de las normas de
señalización preventiva en el lugar de los hechos , lo cual permite imputar el
daño antijurídico de que trata el presente asunto al Distrito de Barranquilla,
entidad propietaria de las vías urbanas y por tanto encargada de su
mantenimiento y señalización, como quiera que la omisión en este último
deber, constituye la falla sobre la cual se erige la causa determinante de los
mismos, y en virtud de ello es por lo que se reclama su reparación. Advierte la
Sala que la muerte de personas y los daños causados por los arroyos en la
ciudad de Barranquilla constituyen una falla del servicio que hoy día resulta
indamisible, y en virtud de ello la Administración Distrital debe dar una
pronta solución, como quiera que la ocurrencia de hechos de esta naturaleza,
evidencia una deficiente prestación del servicio, que pone en peligro la
integridad de las personas que transitan por la ciudad.

II. INAPLICACION DE FALLA RELATIVA DEL SERVICIO

Estima la Sala que dentro del asunto sub-examine, la doctrina de la
relatividad de la falla, alegada por el recurrente, no es de aplicación, en
tanto la instalación de señalización preventiva, es uno de los deberes mínimos
que las autoridades de tránsito tienen, con el fin asegurar la circulación de los
automotores y los peatones, danto así aplicación a las normas que gobiernan
la materia.  En relación con el papel que desempeña el juez, frente a la
determinación del buen o mal funcionamiento de los servicios públicos, la
doctrina ha manifestado: “Entre las hipótesis de funcionamiento normal y
anormal existen algunas distinciones que pueden ser establecidas. La primera,
que en el segundo caso no es exigible al usuario del servicio previsión y
diligencia ordinarias, que si lo es, en cambio, en el primero. Para utilizar el
ejemplo ya señalado de los baches en las carreteras, mientras estos baches
sean considerados normales o estén señalizados, se exige al conductor la
diligencia debida para evitarlos; tan solo las situaciones “anormales” en la
carretera hacen innecesario el examen de dicha diligencia. La segunda es
que, en caso de funcionamiento anormal – especialmente por actuaciones
ilícitas-, la Administración no puede presentar título justificativo alguno para
que el particular cargue con los daños, salvo el caso de fuerza mayor que más
adelante se verá. La tercera, de cariz ya sociológico, es que ante las
diferencias ya señaladas los jueces tiendan a admitir con mayor facilidad las
demandas en caso de funcionamiento anormal, demandas que en caso de
prosperar tiende a repercutir de alguna manera sobre la mejora del servicio.
De esta forma los jueces intervienen indirectamente en la señalización de la
delicada barrera entre lo normal y lo anormal de los servicios públicos,
sirviendo de acicate para que éstos se mantengan en un umbral aceptable
para la sociedad en que se desarrollan.”

Sentencia de 16 de julio de 2008. Exp. 1995-09490-01(17163), M.P.
ENRIQUE GIL BOTERO




